
) 

\ 

1 TiJLCP 

CONGRESO 

Proyecto de Ley N°  

Provecto de Ley N0__9. ,'_C 
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LEY QUE RECONOCE EL DERECHO DE LOS DEUDOS DE 
FALLECIDOS POR COVID-19 A REHABILITAR SU SALUD 
MENTAL AFECTADA POR DUELO PATOLÓGICO. 

El Congresista de la República que suscribe, Wilson Soto Palacios y los Congresistas integrantes 
del Grupo Parlamentario Acción Popular, y demás Congresistas firmantes. al  amparo de lo 
dispuesto en el articulo 107 de la Constitución Politica del Perú y conforme los articulos 22° inciso c), 
75° y  76 del Reglamento del Congreso de la Repiiblica, presentan la siguiente iniciativa legislativa: 

1. FORMULA LEGAL. 
LEY QUE RECONOCE EL DERECHO DE LOS DEUDOS DE FALLECIDOS POR COVID-19 A 
REHABILITAR SU SALUD MENTAL AFECTADA POR DUELO PATOLÓGICO. 

j EL CONGRESO DE LA REPUBLICA 
Ha dado la Ley siguiente: 
'_ Artículo único. Incorporación del artículo 26-13 a la Ley 26298, Ley de Cemen 

y Servicios Funerarios 
Incorpórase el artículo 26-13 a la Ley 26298, Ley de Cementerios y Servicios Fune 
de acuerdo con el texto siguiente: 

"Articulo 26-B. Derecho de los deudos de fallecido por COVID-19, o 
sospecha de aquél, a solicitar la identificación del cuerpo inhumado 
mediante medio idóneo 
Los deudos del fallecido por COVID-19, o por sospecha de aquél. 

' impedidos, por cualquier causa, de reconocerla identidad del cadáver antes 
de su inhumación, tienen derecho a solicitar a la autoridad de salud 
comoetente, la identificación del cueroo inhumado mediante cualcuier 
medio idóneo. 

DiSPOSICIÓN COMPLEMENTARIA FINAL 

ÚNICA. Reglamentación 
El Poder Ejecutivo, bajo responsabilidad del titular del sector concernido, 
reglanienta la presente Ley en un plazo no mayor de treinta dias, contado 
a partir del dia siguiente de su publicación, para hacer efectivo el derecho 
reconocido en el artículo 26-13 de la Ley 26298. Ley de Cementerios y 
Servicios Funeranos. 

El titular del sector concernido que incumpla lo dispuesto en el primer 
párrafo, debe renunciar, sin perjuicio de las responsabilidades de ley. 

El plazo previsto en el primer párrafo, inicia desde la juramentación del 
titular del sector concernido. 
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objetivos del Pacto y sea, en todo caso, razonable en las circunstancias particulares del 
caso"21, 

De acuerdo con los estándares expuestos, constituye una injerencia arbitraria en la intimidad 
personal y familiar de los familiares de personas fallecidas por COVID-19 o sospecha de este, el 
hecho de que el personal de mortuorio de diversas entidades de salud les haya negado reconocer su 
identidad antes de proceder a su entierro o inhumación. 

1.3.2. LIBERTAD DE CULTO 

La libertad de culto forma parte del contenido del derecho a la libertad de conciencia y de 
religión, consagrada en el articulo 2.3 de la Constitución Política, 

Al respecto, el Tribunal Constitucional ha establecido que: 

'[  ... ] La manifestación de la libertad religiosa a través de las creencias es consustanciat 
a la libertad religiosa. Esta manifestación incluye tanto el proselitismo de las creencias 
como el culto, el cual forma parte de la religión que se profesa. En ese sentido, la libertad 
religiosa subsume a la libertad de culto, y dentro de la libertad de culto, quedan 
garantizadas constitucionalmente todas aquellas ceremonias que la expresan, como las 
relativas al matrimonio y los ritos. Dentro de estos últimos, se encuentra la sepultura 
digna de los muertos por parte de sus familiares o seres queridos' 22. [Negritas 
agregadas] 

Al respecto, el articulo 18,1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos, reconoce 
que, 

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, 
este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su 
elección, asi como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o 
colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto. la  celebración de 
los ritos, las prácticas y la enseñanza, 

En consideración de dicha prescripción convencional, el Comité de Derechos Humanos ha 
indicado lo siguiente: 

"El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión (que incluye la 
libertad de tener creencias) en el párrafo 1 del articulo 18es profundo y de largo alcance: 
abarca la libertad de pensamiento sobre todas las cuestiones, las convicciones 
personales y el compromiso con la religión o las creencias, ya se manifiesten a titulo 
individual o en comunidad con otras personas [,,.J"23. 

En ese marco iusfundamental, el Comité ha dejado sentado que la libertad de manifestar la 
propia religión o las propias creencias puede ejercerse individual o colectivamente, tanto en público 
como en privado" y que el concepto de culto se extiende a la participación en ritos asociados con 

idem. párrs. 3 y 4. 
22 Tribunal Constitucional del Perú. Caso Francisco Javier Francia Sánchez, Expediente 0256-2003-HC/TC, 
sentencia de 21 de abril de 2005, fundamento juridico 16. 
23 Comité de Derechos Humanos. Observación General No. 22, Liberlad de pensarruenlo de conciencia y de 
religión (Art 18), 48" periodo de sesiones. 1993, párr. 1 
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determinadas etapas de la vida24, dentro de los cuales, evidentemente, se encuentra la sepultura de 
familiares y el luto de acuerdo con las propias creencias. 

Por su parte, el articulo 12.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece 
que toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión, el cual implica la libertad de 
conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias. asi como la libertad de 
profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en ptiblico como en 
privado. 

Al referirse sobre ese derecho, la Corte Interamericana ha señalado que: 

"E ... ] el derecho a la libertad de conciencia y de religión permite que las personas 
conserven, cambien, profesen y divulguen su religión o sus creencias. Este derecho es 
uno de los cimientos de la sociedad democrática. En su dimensión religiosa, constituye 
un elemento trascendental en la protección de las convicciones de los creyentes y en su 
forma de vida"25. 

En esa línea jurispnjdencial, en el caso Masacres de Rio Negro vs. Guatemala, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos declaró la responsabilidad internacional del Estado 
guatemalteco por la violación del derecho a la libertad de conciencia y de religión de los familiares de 
17 personas desapareodas forzadamente que no habian podido enterrarlas ni celebrar los ritos 
fúnebres de acuerdo con sus creencias reiigiosas2 . 

En consideración de lo expuesto, se puede concluir que la libertad de culto de los familiares de 
personas fallecidas por COVlD-19 o sospecha de este fue lesionada debido a que, al momento de 
enterrar o inhumar a su ser querido, no les pudieron dar una sepultura digna ni expresar plenamente 
sus ritos de acuerdo con sus costumbres, al tener la incertidumbre de haber enterrado a una persona 
ajena, por la negativa del personal de mortuorio de diversas entidades de salud de permitiries 
reconocer su identidad previamente. 

1.33. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL 

El derecho a la integridad personal está reconocido en el articulo 2.1 de la Constitución Politica 
y establece el derecho de toda persona a su integridad moral, psíqurca y fisica. 

Al respecto, el Tribunal Constitucional ha establecido que: 
`[ ... ] el derecho a la integridad personal comprende el libre desarrollo del proyecto de 
vida en sociedad, de acuerdo a las costumbres que le asisten a las personas, asi como 
el ejercicio de determinadas conductas que las identifican como parte de dicha 
comunidad, el rito de darle sepultura a un cadáver está amparado por dicho derecho 
fundamental. La práctica de los ritos, como el de dar sepultura digna al familiar 
fallecido, forma parte de la libertad de culto, de modo que el impedimento de dicha 
práctica afecta irremediablemente la integridad moral de los familiares'27 . [Negritas 
agregadas] 

Cfr. idem, párr 4 
Corte OH. Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chito Fondo. Reparaciones y 

Costas. Sentencia de 5 de febrero de 2001. Sene C No. 73, párí 79. 
2 fr Corte IDH, Caso Masacres de Río Negro Vs, Guatemala Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas Sentencia de 4 de septiembre de 2012 Serie C No. 250. párrs 153-165 

Tribunal Constitucional del Perú. Caso Francisco Javier Francia Sánchez, Expediente 0256-2003-HC/TC, 
sentencia de 21 de abril de 2005, fundamento juridico 19. 
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Por su parte. la  Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su comunicado de prensa 
de 1 de mayo de 2020, titulado Respeto al duelo de las familias de las personas fallecidas en la 
Pandemia del C0V1019, tras reconocer que las dificultades que tienen los familiares para enterrar a 
sus muertos es un hecho que impacta en su derecho a la integridad personal, ocasionando angustia 
y un mayor sufrimiento, consideró que la posibilidad de sepultar a los familiares fallecidos de acuerdo 
a sus creencias, aporta un cierto grado de cierre al proceso de duelo, contribuyendo a mitigar las 
secuelas del trauma, luto y dolor. Asimismo, la Comisión resaltó que los obstáculos para que los 
familiares puedan despedir a sus parlentes de conformidad con sus propias creencias, ritos y 
costumbres, genera un profundo dolor e imposibilidad de duelo. Del mismo modo, recordó que la 
muerte se relaciona en algunos casos con profundas elaboraciones simbólicas y religiosas, y que, por 
lo tanto, el culto o dto mortuorio adquiere una importancia fundamental para que las personas puedan 
realizar más fácilmente el duelo y reelaborar sus relaciones con la persona difunta. En esa linea, la 
CIDH citó a la Corte Interamericana para señalar que los restos mortales de una persona merecen 
ser tratados con respeto y que se reconozca el valor que su memoria tiene para sus seres queridos: 
agregando que, el conocimiento del paradero de los restos y su entrega a los familiares permite cerrar 
el proceso de duelo y sepultado de acuerdo con sus creencias. 

En consideración de lo expuesto, la Comisión Interamericana, en el referido comunicado de 
prensa, hizo un llamado a que los Estados aseguren que tanto en los servicios sanitarios como 
funerarios actúen de conformidad con las obligaciones que establece el derecho internacional tanto 
en la debida identificación de los restos de las personas fallecidas, la localización y trazabilidad de 
sus restos, y garantizar el carácter gratuito y la celeridad administrativa en este tipo de procedimientos. 
Con ello, la CIDH considera que los Estados contribuirán asimismo a garantizar preservar la memoria, 
trato digno y homenaje de las personas que han muerto como resultado de la pandemia. 

Por lo antedor, se puede concluir que, la integridad personal de los familiares de personas 
fallecidas por COVlD-19 o sospecha de este, ha sido lesionada en razón a que el duelo patológico 
que se les ha causado por la incertidumbre de haber enterrado a una persona distinta a la de su ser 
querido por la negativa del personal de mortuorio de diversas entidades de salud de permitirles el 
reconocimiento previo de la identidad de su familiar, les produce lesiones psiquicas y permanente 
sufrimiento al no poder cerrar el duelo. 

1.4. REPARACIÓN DEL DUELO PATOLÓGICO: REHABILITACIÓN DE LA SALUD MENTAL DE 
LOS DEUDOS DE FALLECIDOS POR COVID-19 

Toda violación de derechos humanos, genera la obligación de repararlo. Al respecto, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos ha indicado que, en un caso de violación de derechos 
humanos, los Estados no solo deben garantizar un orden normativo adecuado, prevenir la repetición 
crónica de los hechos e investigar y sancionar a los responsables: sino también procurar 1 

. . .] el 
restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños 
producidos por la violación de los derechos humanos' 28 

Las violaciones a los derechos a la intimidad personal y familiar, libertad de culto e integridad 
personal son atribuidas al Estado peruano por la negativa del personal de mortuorio de diversas 
entidades de salud de permitirles reconocer la identidad de su familiar fallecido antes de inhumarlo, 
quienes han actuado bajo la cobertura del poder público. 

Cir. Corte OH. Caso V&ásquez Rodríguez Vs Honduras Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C 
No. 4. prrs. 166 y  167. 
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Por ello, las medidas de reparación de la salud mental de los familiares de personas fallecidas 
por COVID-19, deben ser asumidas por el Estado peruano y las entidades directamente concernidas 
de las cuales dependen el personal de mortuorio que ha lesionado los derechos de aquellos 

Las reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 
evidenciadas y los daños causados. De acuerdo con lo expuesto en los acápites 1.1 1.2 y  1.3 supra, 
se ha podido evidenciar que los familiares de fallecidos por COVID-19, o sospecha de aquel, que 
fueron impedidos de reconocer a su familiar antes de enterrarlo, viven en la incertidumbre de haber 
inhumado a una persona distinta, lo cual les genera duelo patológico, con consecuencias lesivas en 
la salud mental. 

En ese sentido, la forma idónea de reparar o rehabilitar la salud mental de los deudos de 
personas fallecidas por COVID-19, o sospecha de aquel, es la de garantizarles la posibilidad de 
reconocer la identidad del cuerpo inhumado con uno o más medios idóneos que el Poder Ejecutivo 
determine en el reglamento de la ley. 

El derecho de los deudos de fallecido por COVID-19, o sospecha de aquél, a solicitar la 
identificación del cuerpo inhumado mediante medio idóneo, en el contexto de la pandemia por COVID-
19, es un derecho de configuración legal que fluye de la interpretación con junta de los derechos a la 
integridad personal, intimidad personal y familiar, libertad de culto y libertad de expresión. 

57, Adicionalmente, el referido derecho es un derecho instrumental para rehabilitar la salud mental 
de los familiares de personas fallecidas por COVID-19, o sospecha de aquél, afectados por duelo 
patológico. 

Por ello, se propone, mediante la inclusión del artículo 26-8 a la Ley 26298, Ley de Cementenos 
y Servicios Funerarios, que se garantice a los familiares de fallecidos por COVID-19, o sospecha de 
aquél, el derecho a reconocer la identidad del cuerpo inhumado mediante un medio idóneo. en los 
términos siguientes: 

"Artículo 26-9. Derecho de los deudos de fallecido por COVID-19, o sospecha de 
aquél, a solicitar la identificación del cuerpo inhumado mediante medio idóneo 
Los deudos del fallecido por COVID-19, o por sospecha de aquél, impedidos, por 
cualquier causa, de reconocer la identidad del cadáver antes de su inhumación, tienen 
derecho a solicitar a la autoridad de salud competente, la identificación del cuerpo 
inhumado mediante cualquier medio idóneo". 

En la propuesta se reconoce el derecho de los deudos de fallecidos por COVID-19, o por 
sospecha de aquél, impedidos, por cualquier causa, de reconocer la identidad del cadáver antes de 
su inhumación, a solicitar a la autohdad de salud competente, la identificación del cuerpo inhumado 
mediante cualquier medio idóneo. 

El referido derecho está condicionado a que los familiares de la persona fallecida por COVID-
19, o sospecha de aquél, hayan sido impedidos, por cualquier razón, de reconocerlos antes de su 
inhumación. 
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61 El impedimento del reconocimiento del cuerpo puede deberse a una causa atribuible al Estado 
peruano, como, por ejemplo, la negativa del personal del mortuorio de diversos hospitales a nivel 
nacional. Del mismo modo, podria ser por razones no atribuibles al Estado peruano, verbigracia, 
enfermedad o viaje de los familiares sobrevivientes Por ello, el ejercicio de este derecho debe 
precisarse en el reglamento que el Poder Ejecutivo expida. 

Asimismo, debe destacarse que el derecho a solicitar a la autoridad de salud competente, la 
identificación del cuerpo de una persona fallecida por COVlD-19, o sospecha de aquél, mediante 
medio idóneo, es privativo de sus familiares. 

En esa línea, debe precisarse que, el concepto de familia abarca tanto a la familia nuclear como 
a la familia extendida, de acuerdo con el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas2 . o 
el concepto amplio de familia establecido en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que ha establecido que no existe un único modelo de familia, por lo que. aquella no debe 
restringirse a la noción tradicional de una pareja y sus hijos, pues también pueden ser titulares del 
derecho a la vida familiar otros pariente, como los tios, primos y abuelos, para enumerar solo algunos 
miembros posibles de la familia extensa, siempre que tengan lazos cercanos personales30. 

La finalidad del derecho que se propone reconocer legalmente es la de garantizar a los 
familiares de fallecidos por CO VlD-1 9, o sospecha de aquél, cerrar su proceso de duelo, truncado por 
la incertidumbre generada de haber enterrado el cuerpo de una persona distinta a la de su familiar, 
debido al impedimento de haberlo reconocido antes de la inhumación. 

Se trata del primer y más inmediato paso para iniciar con la rehabilitación de la salud mental 
de los familiares de personas fallecidas por COVlD-19, salud mental que en el Perú ha sido declarada, 
mediante la Ley 31123, de necesidad e interés nacional su priorización a fin de fortalecer, proteger la 
salud y desarrollo de los servicios de promoción, prevención, tratamiento y recuperación de la salud 
mental y asi como el bienestar de la persona, de su medio familiar y de la ciudadanía en general. 

1.5. REGLAMENTACIÓN DE LA LEY 

Se propone un sistema reforzado para prevenir una demora indebida en la reglamentación de 
la presente proposición legai. 

En ese sentido, se establece que el Poder Ejecutivo, bajo responsabilidad del titular del sector 
concernido, reglamenta la presente ley en un plazo no mayor de treinta días, contado a partir del día 
de su siguiente publicación, para hacer efectivo el derecho reconocido en el artículo 26.13 de la Ley 
26298, Ley de Cementerios y Servicios Funerarios. Asimismo, se prevé que el titular del sector 
concernido que incumpla con esta disposición, debe renunciar, sin perjuicio de las responsabilidades 
de ley, precisando que el referido plazo inicia desde la juramentación del titular del sector concernido. 

En ese orden de ideas, por ejemplo, el Poder Ejecutivo podría considerar, entre otros métodos, 
a la exhumación como uno de los medios idóneos para determinar la identidad el cuerpo inhumado 
por causa de CO VI D-19, o sospecha de aquél, quedando, bajo las competencias del Poder Ejecutivo 
determinarlas al momento de la reglamentación. 

Cfr. Comité de Derechos Humanos. Observación General No 19. La familia (Articulo 23). 39 periodo de 
sesiones, 1990, párr, 2 
30 Corte iDH Caso Ramírez Escobar y otros Vs Guatemala Sentencia de 9 de marzo de 2018. Serie C No. 
351,parr 163 
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En la línea de lo expuesto, el Poder Ejecutivo, a fin de hacer efectivo el derecho legal propuesto, 
podría incorporar en la reglamentación de la ley medidas complementanas para rehabilitar la salud 
mental posterior a la determinación de la identidad del cuerpo inhumado por causa de COVID-19, o 
sospecha de aquél, mediante el mecanismo idóneo que determine. 

Así, por ejemplo, el Poder Ejecutivo podría hacer efectivo el derecho de los deudos de fallecidos 
por COVID-19 a rehabilitar integralmente su salud mental afectada por duelo patológico mediante el 
Seguro Integral de Salud - SIS, Seguro Social de Salud - EsSalud u otra entidad del Estado peruano, 
incluyendo la posibilidad de aplicar el Intercambio Prestacional en Salud en el Sistema Nacional de 
Salud, mediante la articulación, complementariedad y subsidiariedad de la oferta pública, privada o 
mixta existente en el país, de ser necesaria. 

En concordancia con lo expuesto, el Poder Ejecutivo, en la reglamentación, con el objeto de 
hacer efectivos los derechos que se reconocen a los deudos de fallecidos por COVID-19, o por 
sospecha de aquel, podría adoptar un conjunto de medidas complementarias. 

Así, podría crear el Sistema Virtual Único de Solicitudes de Rehabilitación de Duelo Patológico 
de Deudos por COVID-19 que, por sus siglas y finalidad podría denominar SIVUS REHABILITA. 

SIVUS REHABILITA podría crearse virtualmente en tres entidades del Estado peruano 
concernidas directamente en la rehabilitación de la salud mental de las personas afectadas por duelo 
patológico, cuales son el Ministerio de Salud, el Ministeo de Trabajo y Promoción del Empleo y el 
Seguro Social de Salud - EsSalud, en el que los deudos de fallecidos por COVID-19 podrían ingresar 
sus solicitudes de identificación del cuerpo inhumado de su familiar, en aplicación del artículo 26-13 de 
la Ley 26298, Ley de Cementerios y Servicios Funerarios, 

74, Es importante señalar que SIVUS REHABILITA debería ser de acceso público, tener carácter 
permanente y estar disponible en la página web de los ministerios de Salud y de Trabajo y Promoción 
del Empleo, así como en el Seguro Social de Salud - EsSalud. 

Asimismo, a fin de permitir el mayor acceso a la plataforma, el Poder Ejecutivo podría introducir 
la obligación para que todas sus entidades dependientes, pongan en sus respectivas páginas web el 
enlace del SIVUS REHABILITA. 

Finalmente, es recomendable que el Poder Ejecutivo introduzca plazas cortos e improrrogables 
una vez ingresada la solicitud en el SIVUS REHABILITA a que se contrae el artículo 26-8 de la Ley 
26298. Ley de Cementerios y Servicios Funerarios, 

2. EFECTOS DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL 

El efecto de la presente iniciativa legislativa, la Ley que reconoce el derecho de los deudos de 
fallecidos por COVID-19 a rehabilitar su salud mental afectada por duelo patológico, sobre la 
legislación nacional, implica la incorporación del artículo 26-8 en la Ley 26298, Ley de Cementerios y 
Servicios Funerarios, para que los deudos de fallecidos por COVID-19, o por sospecha de aquél, 
impedidos. por cualquier causa, de reconocer la identidad del cadáver antes de su inhumación, 
soliciten a la autoridad de salud competente, la identificación del cuerpo inhumado mediante cualquier 
medio idóneo que determine el Poder Ejecutivo, e iniciar a rehabilitar su salud mental con el cierre 
sano de su duelo. 
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La propuesta legislativa, es compatible con el contenido de las derechos a la integridad 
personal, salud, libertad de culto e intimidad personal y familiar reconocidos en la Constitución Política 
y en los tratados sobre derechos humanos de los cuales el Estado peruano es parte, tales como, el 
pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales 'Protocolo de San Salvador", así como de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos. 

3. ANÁLISIS COSTO— BENEFICIO 

De conformidad con el artículo 12 de la Ley 26300, Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, en concordancia con los artículos 31. 107 y  79 de la Constitución Política, la 
presente iniciativa legislativa no crea ni aumenta gasto público, por el contrario, su aprobación genera 
beneficios en favor de miles de familias afectadas por duelo patológico en el Perú 

Como se ha expuesto supra, el duelo patológico causado una violación pluriofensiva de los 
derechos a la integridad personal, intimidad personal y familiar, así como la libertad de culto, en miles 
de familias peruanas a nivel nacional, hecho que requiere ser reparado y, como punto de inicio, 
mediante el reconocimiento del derecho de los deudos de fallecido por COVID-19, o sospecha de 
aquél. a solicitar la identificación del cuerpo inhumado mediante medio idónea 

El citado derecho, sin que la iniciativa legislativa propuesta se apruebe, puede exigirse en la 
vía judicial mediante un proceso de amparo. Sin embargo, considerando que son miles las familias 
afectadas por la pandemia y, eventualmente, por duelo patológico, el reclamo de cada una de ellas a 
nivel nacional miles de procesos ante el Poder Judicial, sobrecargando en mayor medida el colapsado 
sistema judicial, generando mayores costes al Estado peruano. 

Adicionalmente, los costos deberán ser asumidos por los propios justiciables que, en general, 
verán sus procesos con mayor retraso que lo que se produce actualmente. Adicionalmente, las 
víctimas se verán obligadas a seguir padeciendo de duelo patológico durante los años en que el 
proceso judicial demore en hacerle justicia, así como la obligación de contratar asesoría legal que les 
irrogará más gasto que, en el contexto de la pandemia, afectará en mayor medida su economía 
familiar. 

En ese orden de ideas, obtener justicia en el Perú siempre será una expectativa, pues. puede 
ocurrir que las víctimas del duelo patológico atribuible al Estado peruano por la omisión de sus agentes 
de los mortuorios de diversos hospitales a nivel nacional, después de solicitar justicia ante nuestros 
jueces y tribunales, no encuentren satisfechos sus derechos, por la que tendrán la vis expedita para 
interponer una petición o comunicación por violación de derechos humanos ante los órganos 
competentes del Sistema Interamericano de Derechos Humanos o del Sistema de Nacionales Unidas 
de Derechos Humanos. 

Lo expuesto, no solo prolongará mayores costes en las víctimas, debido a que deberán seguir 
padeciendo de duelo patológico en tanto su caso se resuelva ante instancias internacionales, 
afectándole en mayor medida por el pago de honorarios a la asesoría jurídica que requerirán para 
comparecer ante los referidos sistemas internacionales de protección de derechos humanos. 

En esa misma línea, el Estado peruano se verá sometido a procesos internacionales por 
violación de derechos humanos, lo cual, no solo implica la obligación de la Procuraduría Pública 
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Especiahzada Supranacional de comparecer ante dichos órganos, generando mayores gastos al 
erario nacional, sino que, ante casos evidentes de violación de derechos humanos, como representa 
el duelo patológico, el Perú deberá no solo proceder con lo que se propone en la presente iniciativa 
legislativa, sino que además, deberá, entre otras, pagar indemnizaciones, adoptar otras medidas de 
rehabilitación de la salud mental de las victimas, actos de desagravio público en favor de las victimas, 
devolver a las víctimas los gastos y costas que irrogaron en la búsqueda de justicia. 

Los costes expuestos, se incrementarán con la sobrecarga en el sistema judicial por eventuales 
denuncias contra el personal del mortuorio que negó que los familiares de fallecidos por COVlD-1 9, 
o sospecha de aquél, reconocieran el cuerpo antes de disponer su inhumación, por la presunta 
comisión del delito de abuso de autoridad, agotando el trabajo, más aún, tanto de fiscales como de 
jueces y tribunales, contexto en el que el Estado peruano también podría ser encausado como tercero 
civilmente responsable, 

Asimismo, el citado personal público podrá ser sometido a procedimientos administrativos 
sancionadores, sin perjuicio de los procesos por responsabilidad civil contractual, donde el Estado 
peruano podrá ser demandado como responsable solidario, lo cual, evidentemente, suma mayores 
costos. 

De ahí que, los costos expuestos sobrepasan en exceso a los beneficios que se obtendrán con 
el reconocimiento del derecho de los deudos de fallecido por COVlD19, o sospecha de aquél, a 
solicitar la identificación del cuerpo inhumado mediante medio idóneo, pues, antes que el Estado 
peruano y las personas sujetas a su jurisdicción irroguen gastos ineficientes. sea el propio Estado 
que, en cumplimiento de su obligación de garantizar los derechos humanos, les reconozca el referido 
derecho a fin de trasladar los costosos trámites judiciales a un simple trámite administrativo que el 
Poder Ejecutivo deberá establecer conforme a sus funciones y competencias en el reglamento ley, Lo 
cual a todas luces representa el máximo beneficio de la presente iniciativa legislativa al establecer el 
marco normativo con el que los deudos de personas fallecidas por COVtD19. o sospecha de aquel, 
podrán rehabilitar su salud mental sin los excesivos costes expuestos. 

Por lo que, la presente iniciativa legislativa cumple con los parámetros legales y 
constitucionales previstos en el articulo 12 de la Ley 26300, Ley de los Derechos de Participación y 
Control Ciudadanos, en concordancia con los artículos 31, 107 y  79 de la Constitución Política, al no 
crear ni aumentar gasto público, sino por el contrario, permitiendo de forma eficiente el reconocimiento 
de un derecho que evitará que el Estado y las familias lesionadas en sus derechos, irroguen gastos. 

4. VINCULACIÓN DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA CON EL ACUERDO NACIONAL 

La presente proposición legislativa está relacionada con las Politicas de Estado del Acuerdo 
Nacional siguientes: 

13. Acceso Universal a los Servicios de Salud y a la Seguridad Social 
Nos comprometemos a asegurar las condiciones para un acceso universal a la salud en 
forma gratuita, continua, oportuna y de calidad, con prioridad en las zonas de 
concentración de pobreza y en las poblaciones más vulnerables. Nos comprometemos 
también a promover la participación ciudadana en la gestión y evaluación de los servicios 
públicos de salud. 

Con este objetivo el Estado: (a) potenciará la promoción de la salud. la  prevención y 
control de enfermedades transmisibles y crónico degenerativas, (b) promoverá la 
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prevención y el control de enfermedades mentales y de los problemas de drogad icción. 

[...] (d) desarrollará un plan integral de control de las principales enfermedades 
emergentes y re-emergentes, de acuerdo con las necesidades de cada región (e) 
promoverá hábitos de vida saludables: (f) ampliará y descentralizará los servicios de 
salud, especialmente en las áreas más pobres de¡ país, priorizándolos hacia las madres, 
niños, adultos mayores y discapacitados; (g) fortalecerá las redes sociales en salud, para 
lo cual garantizará y facilitará la participación ciudadana y comunitaria en el diseño, 
seguimiento, evaluación y control de las políticas de salud, en concordancia con los 
planes locales y regionales correspondientes; E.. .1(i) promoverá el acceso gratuito y 
masivo de la población a los servicios públicos de salud y la participación regulada y 
complementaria de¡ sector pvado: Ü) promoverá el acceso universal a la seguridad 
social y fortalecerá un fondo de salud para atender a la población que no es asistida por 
los sistemas de segundad social existentes; E.. 1 (m) desarrollará una política intensa y 
sostenida de capacitación oportuna y adecuada de los recursos humanos involucrados 
en las acciones de salud para asegurar la calidad y calidez de la atención a la población 
E...] 

Afirmación de un Estado eficiente y transparente 
Nos comprometemos a construir y mantener un Estado eficiente, eficaz, moderno y 
transparente al servicio de las personas y de sus derechos [..]. Nos comprometemos 
también a que el Estado atienda las demandas de la población y asegure su participación 
en ¡a gestión de políticas públicas y sociales [ ... ]. 

Con este objetivo el Estado: (a) incrementará la cobertura, calidad y celeridad de la 
atención de trámites así como de la provisión y prestación de los servicios públicos, para 
lo que establecerá y evaluará periódicamente los estándares básicos de los servicios 
que el Estado garantiza a la población; (b) establecerá en la administración pública 
mecanismos de mejora continua en la asignación, ejecución, calidad y control del gasto 
fiscal: [.1 (g) reducirá los costos de acceso a los bienes y servicios públicos [ .. 
E.. .1 

Plena vigencia de la Constitución y de los derechos humanos y acceso a la 
justicia e independencia judicial 
Nos comprometemos a garantizar el acceso universal a la justicia [,. ] Asimismo, nos 
comprometemos a adoptar políticas que garanticen el goce y la vigencia de los derechos 
fundamentales establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales sobre la 
materia. 

Con este objetivo el Estado: 1.1(f) adoptará medidas legales y administrativas para 
garantizar la vigencia y difusión de la Constitución, afianzará el respeto irrestricto de los 
derechos humanos y asegurará la sanción a los responsables de su violación E...] 

29. Acceso a la información, libertad de expresión y libertad de prensa 
Nos comprometemos a garantizar el derecho de los ciudadanos a solicitar y recibir 
información, la obligación de bnindarla por parte del Estado, y la transparencia y difusión 
de los actos de gobierno. Nos comprometemos también a resguardar la libertad de 
expresión y erradicar toda práctica que la limite, así como a asegurar el derecho 
ciudadano a una información veraz, objetiva y de calidad 1.. .1. 

Con el objetivo de garantizar el acceso a la información y la libertad de expresión. el 
Estado: (a) promoverá una cultura de transparencia, de rendición de cuentas y de 
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difusión de los actos de gobierno, eliminando la cultura del secreto; [. ](e) procurará el 
equilibrio entre el derecho a la protección de la intimidad personal y la seguridad 
nacional, con el derecho al libre acceso de la información del Estado y a la libertad de 
expresión [.. 1. 

1.1.1 
35. Sociedad de la información y sociedad del conocimiento 
Nos comprometemos a impulsar una sociedad de la información hacia una sociedad del 
conocimiento orientada al desarrollo humano integral y sostenible, en base al ejercicio 
pleno de las libertades y derechos de las personas, y capaz de identificar, producir, 
transformar, utilizar y difundir información en todas las dimensiones humanas [..,]. 

Promoveremos el acceso universal al conocimiento a través de las Tecnologias de la 
Información y Comunicación (TIC), acompañado de la generación de contenidos, 
servicios y bienes digitales, asi como del desarrollo de capacidades para que todos los 
peruanos puedan desempeñarse plenamente y de manera segura en el entorno digital, 
y de igual manera promoveremos mecanismos que fortalezcan el acceso. conectividad 
y su uso en las regiones del pais. 

Promoveremos las TIC como medios para fortalecer la gobernabilidad democrática y el 
desarrollo sostenible, a través de un servicio moderno, transparente, eficiente, eficaz, 
efectivo y descentralizado al ciudadano. 

Con este objetivo el Estado: (a) generará una institucionalidad multiestarnentaria, con 
participación del gobierno, sociedad civil, academia y sector privado, con la finalidad de 
garantizar principios como los de la Cumbre Mundial de la Sociedad de la Información: 
acceso universal a la información, libertad de expresión, diversidad cultural y lingüistica, 
y educación para todos; (b) fomentará el pleno ejercicio y respeto de los Derechos 
Humanos en todo entorno digital: f...] (e) fomentará la modernización del Estado, 
mediante el uso de las TIC, con un enfoque descentralista, planificador e integral. 1. .1 
(h) fomentará el uso transversal de las TIC en ámbitos tales como educación, salud. 
conservación del ambiente, seguridad ciudadana, prevención de riesgo de desastres, 
gobierno abierto, defensa nacional, innovación, investigación, transferencia de 
conocimiento y sectores productivos y sociales 
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